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Quito, 21 de febrero de 2024, certifico que las 10 fojas que anteceden correspondientes al 
"Convenio Regional de Reconocimiento de Estudios, Títulos y Diplomas de Educación 
Superior en América Latina y el Caribe. Buenos Aires 2019”, son fiel copia de los 
documentos que se encuentra en el repositorio a cargo de la Dirección de Tratados del 
MREMH, registrado con el código –RE366-

De conformidad con el Art. 14 De La Ley de Comercio Electrónico, Firmas Electrónicas y 
Mensaje de Datos, este documento digital, con firma electrónica, tiene igual validez y se le 
reconoce los mismos efectos jurídicos de una firma manuscrita.  

Atentamente, 

Dra. Mary Lorena Burey Cevallos  
DIRECTORA DE TRATADOS  
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES Y MOVILIDAD HUMANA 

Firmado electrónicamente por:

MARY LORENA BUREY 
CEVALLOS
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RESOLUCIÓN 035-2024

EL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA

CONSIDERANDO:

Que el artículo 1 de la Constitución de la República del Ecuador, determina: “El Ecuador 
es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, democrático, soberano, 
independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico. Se organiza en forma de 
república y se gobierna de manera descentralizada”. De igual forma, el artículo 424 
establece: “La Constitución es la norma suprema y prevalece sobre cualquier otra 
del ordenamiento jurídico. Las normas y los actos del poder público deberán 
mantener conformidad con las disposiciones constitucionales; en caso contrario 
carecerán de eficacia jurídica”;

Que el artículo 82 de la Constitución de la República del Ecuador, garantiza que: “El 
derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y         en 
la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las 
autoridades competentes.”;

Que el artículo 178 inciso segundo de la Constitución de la República del Ecuador y el 
articulo 254 del Código Orgánico de la Función Judicial, disponen que el Consejo 
de la Judicatura es el órgano de gobierno, administración, vigilancia y disciplina de 
la Función Judicial;

Que el artículo 181 en los números 1, 3 y 5 de la Constitución de la República del 
Ecuador, disponen: “Serán funciones del Consejo de la Judicatura, además de las 
que determine la ley: / 1. Definir y ejecutar las políticas para el mejoramiento y 
modernización del sistema judicial; (...) 3. Dirigir los procesos de selección de      jueces 
y demás servidores de la Función Judicial, así como, su evaluación, ascensos y 
sanción. Todos los procesos serán públicos y las decisiones motivadas. (…) 
5. Velar por la transparencia y eficiencia de la Función Judicial (…)”;

Que el artículo 36 del Código Orgánico de la Función Judicial, relativo a los principios y 
reglas para los concursos de oposición y méritos, establece: “En los concursos para 
el ingreso a la Función Judicial y en los procesos para la promoción, se observarán 
los principios de legalidad, transparencia, credibilidad, igualdad, probidad, no 
discriminación, publicidad, oposición y méritos. En los concursos de oposición y 
méritos se calificará a las personas postulantes sobre un total de cien puntos, 
distribuidos cincuenta puntos en la fase de méritos y cincuenta en la fase de 
oposición. En la Fase de Méritos se valorará la calidad profesional del aspirante en 
relación a la naturaleza del cargo al que postula y se considerará entre otros, los 
siguientes criterios: / 1. Formación académica; / 2. Experiencia laboral y profesional; 
/ 3. Capacitación recibida; / 4. Capacitación impartida; / 5. Publicaciones”;

Que el artículo 37 segundo inciso del Código Orgánico de la Función Judicial, determina: 
“(…) Todo profesional que ingrese al servicio de la Función Judicial y para su 
permanencia, deberá pasar los exámenes de confianza que para el efecto 
reglamente el Consejo de la Judicatura (…)”;

Que el artículo 100 número 11 del Código Orgánico de la Función Judicial, establece 
como deberes de las y los servidores de la Función Judicial: “(…) 11. Someterse y 
aprobar los exámenes de confianza (…)”;

Que el artículo 264 números 1 y 10 del Código Orgánico de la Función Judicial, 
determinan que, al Pleno del Consejo de la Judicatura, le corresponde: “1. Nombrar 

(...) a las juezas y a los jueces y a las conjuezas y a los conjueces de la Corte 
Nacional de Justicia y de las Cortes Provinciales, juezas y jueces de primer nivel 
(...) 10. Expedir (...) resoluciones de régimen interno, con sujeción a la Constitución 
y la ley, para la organización, funcionamiento, responsabilidades, control y régimen 
disciplinario; particularmente para velar por la transparencia y eficiencia de la 
Función Judicial (...)”;

Que los artículos 1 y 2 del Código Orgánico Administrativo, establecen que, este Código 
regula el ejercicio de la función administrativa de los organismos que conforman el 
sector público; y, que en esta materia se aplicarán los principios previstos en la 
Constitución de la República del Ecuador, en los instrumentos internacionales y en 
el Código Orgánico Administrativo;

Que los artículos 3, 4, 9, 14, 16, 17 y 22 del Código Orgánico Administrativo, contemplan 
los principios de eficacia, eficiencia, coordinación, juridicidad, proporcionalidad, 
buena fe, seguridad jurídica y confianza legítima que deben aplicar los organismos 
que conforman el sector público;

Que el artículo 31 del Código Orgánico Administrativo, reconoce el: “Derecho 
fundamental a la buena administración pública. Las personas son titulares del 
derecho a la buena administración pública, que se concreta en la aplicación de    la 
Constitución, los instrumentos internacionales, la ley y este Código.”;

Que el artículo 55 número 2 del Código Orgánico Administrativo, prescribe: 
“Competencias de los órganos colegiados. Para la atribución de competencias a los 
órganos colegiados se tomará en cuenta al menos: / 2. Reglamentación interna. (…) 
Los órganos colegiados adoptarán sus decisiones sobre la base de los informes 
técnicos, económicos y jurídicos provistos bajo responsabilidad de los órganos a 
cargo de las actividades de ejecución y asesoría en la administración (…)”;

Que el artículo 128 del Código Orgánico Administrativo, establece: “Acto normativo de 
carácter administrativo. Es toda declaración unilateral efectuada en ejercicio de una 
competencia administrativa que produce efectos jurídicos generales, que no se 
agota con su cumplimiento y de forma directa.”;

Que mediante Resolución 101-2023 de 13 de junio de 2023, publicada en el Registro 
Oficial No. 344 de 03 de julio de 2023, el Pleno del Consejo de la Judicatura resolvió: 
“EN CUMPLIMIENTO DE LOS ARTÍCULOS 37 Y 100 NÚMERO 11 DEL CÓDIGO 
ORGÁNICO DE LA FUNCIÓN JUDICIAL, NORMAR LA APLICACIÓN DE LOS 
EXÁMENES DE CONFIANZA EN LOS CONCURSOS Y EVALUACIONES DE 
DESEMPEÑO Y PRODUCTIVIDAD DE LAS Y LOS SERVIDORES DE LA 
FUNCIÓN JUDICIAL”;

Que mediante sentencia dentro de la acción de protección No. 17203-2023-06072, 
interpuesta por el doctor José Gabriel Terán Naranjo en contra del Consejo de la 
Judicatura, como medidas de reparación dispuso:

“*Que se retrotraiga el Concurso Público de Méritos y Oposición, Impugnación 
y Control Social, para la Selección y Designación de los Jueces de la Corte 
Nacional de Justicia, al momento de la vulneración de los derechos 
constitucionales del doctor José Gabriel Terán Naranjo, esto es, a que se le 
notifique con los parámetros para la evaluación de los 2 exámenes de 
confianza.

*Al haber el Pleno del Consejo de la Judicatura en sesión extraordinaria No.
190-2023, resuelto la suspensión del Concurso Público de Méritos y Oposición,
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Impugnación y Control Social, para la Selección y Designación de los Jueces 
de la Corte Nacional de Justicia, debe verificar los parámetros para la rendición 
de los exámenes de confianza, de manera puntual se debe revisar las 
actuaciones y parámetros establecidos para los exámenes de confianza, en los 
que se deberá cumplir con lo dispuesto en el artículo 36 del Código Orgánico 
de la Función Judicial y así garantizar el ejercicio de los derechos de los 
postulantes dentro del concurso.

*Dependiendo de lo que resuelva el Consejo de la Judicatura respecto de la
suspensión del Concurso Público de Méritos y Oposición, Impugnación y
Control Social, para la Selección y Designación de los Jueces de la Corte
Nacional de Justicia, una vez que se cumpla con la revisión de las actuaciones
suscitadas dentro del mismo, los postulantes rindan el examen de confianza
garantizando sus derechos constitucionales como son la seguridad jurídica,
debido proceso en la garantía de motivación, transparencia y publicidad.

*El Consejo de la Judicatura debe publicar el contenido de la sentencia (escrita)
en la página web institucional por el lapso de 30 días.

*El Consejo de la Judicatura debe instruir al personal institucional a cargo de
los Concursos Públicos de Méritos y Oposición, Impugnación y Control Social
a efecto de que cumplan con los principios y reglas del debido proceso dentro
de todos los concursos que se lleven a cabo”;

Que mediante Resolución 032-2024 de 09 de febrero de 2024, el Pleno del Consejo de 
la Judicatura resolvió: “EXPEDIR EL REGLAMENTO PARA EL CONCURSO 
PÚBLICO DE OPOSICIÓN Y MÉRITOS, IMPUGNACIÓN Y CONTROL SOCIAL, 
PARA LA SELECCIÓN Y DESIGNACIÓN DE LAS Y LOS JUECES Y CONJUECES 
DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA”, en el cual los artículos 61 y 62 
consideran la aplicación de los exámenes de confianza dando cumplimiento al 
artículo 37 del Código Orgánico de la Función Judicial;

Que mediante Memorando circular CJ-DNTH-2024-0235-MC, la Dirección Nacional de 
Talento Humano, remitió a la Dirección General el Informe Técnico CJ-DNTH-SE-
2024-010, ambos de 16 de febrero de 2024, referente a: “LOS CRITERIOS DE 
APLICACIÓN SOBRE LOS EXÁMENES DE CONFIANZA DE LA RESOLUCIÓN 
101-2023 DE 13 DE JUNIO DE 2023”;

Que mediante Memorando CJ-DG-2024-1468-M de 19 de febrero de 2024, la Dirección 
General, dispuso a la Dirección Nacional de Asesoría Jurídica, la emisión del criterio 
jurídico y proyecto de resolución para la derogatoria de la Resolución 101-2023 por 
parte del Pleno del Consejo de la Judicatura en el ejercicio de sus respectivas 
competencias;

Que el Pleno del Consejo de la Judicatura conoció el Memorando CJ-DG-2024-1491-M 
de 19 de febrero de 2024, suscrito por el Director General, quien remitió el 
Memorando circular CJ-DNTH-2024-0235-MC, que contiene el Informe Técnico CJ-
DNTH-SE-2024-010, ambos de 16 de febrero de 2024, suscritos por la Dirección 
Nacional de Talento Humano; así como, el Memorando circular CJ-DNJ-2024-0041-
MC de 19 de febrero de 2024, de la Dirección Nacional de Asesoría Jurídica, que 
contiene el informe jurídico y   el proyecto de resolución correspondiente; y,

En ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales contenidas en los artículos 
181 de la Constitución de la República del Ecuador y 264 números 1 y 10 del Código 
Orgánico de la Función Judicial,

RESUELVE:

DEROGAR LA RESOLUCIÓN 101-2023, EMITIDA POR EL PLENO DEL CONSEJO DE 
LA JUDICATURA, RESPECTO DE LA APLICACIÓN DE LOS EXÁMENES DE 
CONFIANZA EN LOS CONCURSOS Y EVALUACIONES DE DESEMPEÑO Y 
PRODUCTIVIDAD DE LAS Y LOS SERVIDORES DE LA FUNCIÓN JUDICIAL

Artículo Único.- Derogar la Resolución 101-2023 de 13 de junio de 2023, emitida por el 
Pleno del Consejo de la Judicatura. 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA

ÚNICA.- Disponer a la Dirección Nacional de Talento Humano que en un plazo máximo de 
veinte días, elabore la metodología técnica con los niveles de desarrollo y parámetros 
idóneos para la aplicación y valoración de los exámenes de confianza, a fin de dar 
cumplimiento a lo establecido en los artículos 37 y 100 numeral 11 del Código Orgánico de 
la Función Judicial.

DISPOSICIÓN FINAL

ÚNICA.- La ejecución y cumplimiento de esta Resolución estará a cargo, en el ámbito de 
sus competencias, de la Dirección General y de la Dirección Nacional de Talento Humano 
del Consejo de la Judicatura.

Comuníquese, publíquese y cúmplase.

Dada en el Distrito Metropolitano de Quito, a veinte de febrero de dos mil veinticuatro.

Dr. Álvaro Francisco Román Márquez
Presidente Temporal del Consejo de la Judicatura

    Dr. Fausto Roberto Murillo Fierro     Dra. Yolanda De Las Mercedes Yupangui Carrillo
Vocal del Consejo de la Judicatura  Vocal del Consejo de la Judicatura 

CERTIFICO: que, el Pleno del Consejo de la Judicatura, aprobó esta resolución por 
unanimidad de los presentes, el veinte de febrero de dos mil veinticuatro.

Abg. Carolina Martínez Ríos
Secretaria General

del Consejo de la Judicatura (e)

ALVARO 
FRANCISCO 
ROMAN MARQUEZ

Firmado digitalmente por 
ALVARO FRANCISCO 
ROMAN MARQUEZ 
Fecha: 2024.02.21 15:43:29 
-05'00'

FAUSTO 
ROBERTO 
MURILLO 
FIERRO

Firmado 
digitalmente por 
FAUSTO ROBERTO 
MURILLO FIERRO

SANDRA 
CAROLINA 
MARTINEZ 
RIOS

Firmado 
digitalmente 
por SANDRA 
CAROLINA 
MARTINEZ RIOS
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RESOLUCIÓN No. 01-2024

LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA

CONSIDERANDO:

Que el artículo 182 de la Constitución de la República indica: “La Corte Nacional 

de Justicia estará integrada por juezas y jueces en el número de veinte y uno, 

quienes se organizarán en salas especializadas, y serán designados para un 

periodo de nueve años; no podrán ser reelectos y se renovarán por tercios cada 

tres años. Cesarán en sus cargos conforme a la ley. Las juezas y jueces de la 

Corte Nacional de Justicia elegirán de entre sus miembros a la Presidenta o 

Presidente, que representará a la Función Judicial y durará en sus funciones tres 

años. En cada sala se elegirá un presidente para el período de un año…”;

Que en concordancia, el artículo 198 del Código Orgánico de la Función Judicial 

establece: “Las juezas y los jueces titulares elegirán de entre sus miembros a la 

Presidenta o al Presidente de la Corte Nacional de Justicia, dentro de la primera 

quincena del período correspondiente, por votación escrita y secreta, y durará 

en sus funciones tres años. En caso de impedimento o ausencia temporal, le 

subrogará la jueza o el juez designado en la misma sesión y del mismo modo; 

de haber dos o más nominados al mismo tiempo, la designación se desarrollará 

mediante sorteo realizado de modo transparente. Si la ausencia es definitiva se 

convocará de inmediato al Pleno para elegir nueva Presidenta o al Presidente, 

quien únicamente completará el período”;

Que en sesión extraordinaria del Pleno de la Corte Nacional de Justicia de fecha 

18 de enero de 2024, se resolvió que el periodo al que se refiere el artículo 198 

del Código Orgánico de la Función Judicial tiene como punto de partida el día 26 
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RESOLUCIÓN No. 01-2024

LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA

CONSIDERANDO:

Que el artículo 182 de la Constitución de la República indica: “La Corte Nacional 

de Justicia estará integrada por juezas y jueces en el número de veinte y uno, 

quienes se organizarán en salas especializadas, y serán designados para un 

periodo de nueve años; no podrán ser reelectos y se renovarán por tercios cada 

tres años. Cesarán en sus cargos conforme a la ley. Las juezas y jueces de la 

Corte Nacional de Justicia elegirán de entre sus miembros a la Presidenta o 

Presidente, que representará a la Función Judicial y durará en sus funciones tres 

años. En cada sala se elegirá un presidente para el período de un año…”;

Que en concordancia, el artículo 198 del Código Orgánico de la Función Judicial 

establece: “Las juezas y los jueces titulares elegirán de entre sus miembros a la 

Presidenta o al Presidente de la Corte Nacional de Justicia, dentro de la primera 

quincena del período correspondiente, por votación escrita y secreta, y durará 

en sus funciones tres años. En caso de impedimento o ausencia temporal, le 

subrogará la jueza o el juez designado en la misma sesión y del mismo modo; 

de haber dos o más nominados al mismo tiempo, la designación se desarrollará 

mediante sorteo realizado de modo transparente. Si la ausencia es definitiva se 

convocará de inmediato al Pleno para elegir nueva Presidenta o al Presidente, 

quien únicamente completará el período”;

Que en sesión extraordinaria del Pleno de la Corte Nacional de Justicia de fecha 

18 de enero de 2024, se resolvió que el periodo al que se refiere el artículo 198 

del Código Orgánico de la Función Judicial tiene como punto de partida el día 26 

de enero del año que corresponda, a efectos de realizar la elección de presidente 

y presidenta subrogante de la Corte Nacional de Justicia.

Que en sesión extraordinaria del Pleno de la Corte Nacional de Justicia de fecha 

26 de enero de 2024, reanudada el 1 de febrero del mismo año, los jueces 

titulares de la Corte Nacional de Justicia se reunieron para elección de presidente 

y presidente subrogante de este Organismo, sin que en ella se haya logrado la 

votación calificada que exige el artículo 179 del Código Orgánico de la Función 

Judicial para designar presidente, ni tampoco la elección de la autoridad que lo

subrogue.

Que el doctor Iván Saquicela Rodas, Presidente de la Corte Nacional de Justicia 

en el periodo 2021-2024, ha presentado su renuncia a dicho cargo, en miras de 

lograr un consenso en el Pleno del Organismo.

Que cabe mencionar que quien ejerce las funciones de Presidente de la Corte 

Nacional de Justicia tiene una serie de atribuciones jurisdiccionales y 

administrativas, entre las cuales constan las siguientes:

“A la Presidenta o al Presidente de la Corte Nacional de Justicia le 

corresponde:

1. Representar a la Función Judicial. Esta representación no deberá

entenderse como la representación legal que, para fines de administración 

y gobierno, le corresponde a la Presidenta o Presidente del Consejo de la 

Judicatura;

2. Elaborar la agenda, convocar y presidir el Pleno de la Corte Nacional de

Justicia;

3. Conocer y resolver si fuera del caso, los asuntos de extradición, con

arreglo a los tratados e instrumentos internacionales ratificados por el 

Estado;
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4. Poner en consideración del Pleno, para su resolución, las consultas

formuladas por las juezas y jueces sobre la inteligencia y aplicación de las 

normas;

5. Conceder licencia hasta por ocho días a los jueces y demás servidores de

la Corte Nacional de Justicia; y,

6. Los demás asuntos que establezca la ley”.

Que esta serie de atribuciones son de vital importancia para la prestación del 

servicio de justicia para la atención del derecho a la tutela judicial efectiva de los 

ciudadanos, conforme el artículo 75 de la Constitución de la República. 

Que la Corte Constitucional ya ha advertido sobre la falta de designación de 

autoridades en las instituciones y organismos creados por la Constitución, y su 

impacto en la prestación al servicio a la colectividad. En ese marco, dicho 

Organismo ha expresado:

“La falta de designación de autoridades provisionales o de transición, porque 

no hayan sido nombradas o estas renuncien durante el proceso de selección 

de sus reemplazos, pone en riesgo el ejercicio y protección de los derechos 

constitucionales de las personas y la continuidad del servicio público.

Genera además acefalía en el cargo que en el caso de los órganos 

colegiados, por citar un ejemplo, sería difícil de cubrir con el número 

insuficiente de autoridades alternas, lo que dificultaría la labor de los 

miembros en conjunto”. [Corte Constitucional del Ecuador, Sentencia 027-

12-SIN-CC, dentro del caso No. 02-12-IN]

Que las actuales circunstancias exigen que sea el propio Pleno de la Corte 

Nacional de Justicia la que establezca una fórmula de su resolución; incluso de 

no existir una regla expresa para el caso especialísimo que acontece.

Que sobre el ejercicio de competencias implícitas o inherentes, el Tribunal 

Constitucional del Ecuador ha indicado:
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insuficiente de autoridades alternas, lo que dificultaría la labor de los 

miembros en conjunto”. [Corte Constitucional del Ecuador, Sentencia 027-

12-SIN-CC, dentro del caso No. 02-12-IN]

Que las actuales circunstancias exigen que sea el propio Pleno de la Corte 

Nacional de Justicia la que establezca una fórmula de su resolución; incluso de 

no existir una regla expresa para el caso especialísimo que acontece.

Que sobre el ejercicio de competencias implícitas o inherentes, el Tribunal 

Constitucional del Ecuador ha indicado:

“… existirá una competencia implícita o inherente a la expresamente 

conferida por el ordenamiento, cuando comporte aspectos de actividad de 

tal modo esenciales y naturales al cumplimiento del cometido que la 

atribución conferida implica, que de negárselos dicha atribución legal no 

pudiera ejercerse o el cometido público no pudiera cumplirse, total o 

parcialmente”. [Tribunal Constitucional del Ecuador, Sentencia de 23 de 

noviembre de 2004, Caso No. 0433-2004-RA]

Que conforme el artículo 182 de la Constitución, existe la competencia expresa

de elegir al presidente de la Corte Nacional de Justicia, en sujeción a las reglas 

que desarrollan este precepto constitucional. Pese a ello, estas reglas no prevén 

cuál sería la solución ante la imposibilidad de elegir presidente de este 

Organismo.

Que del artículo 182 de la misma Constitución se desprende la competencia 

implícita de que, las juezas y jueces nacionales encarguen la Presidencia del 

organismo ante falta de elección de la presidenta o presidente del mismo, en 

sujeción a las reglas establecidas en el artículo 198 y 179 de la Código Orgánico 

de la Función Judicial.

Que este encargo implica, que las autoridades encargadas ejercerán todas las 

atribuciones que constitucional y legalmente le corresponden al Presidente y 

Presidenta Subrogante de la Corte Nacional de Justicia, hasta el nombramiento 

de los jueces titulares del Pleno, en número suficiente para sesionar y elegir 

Presidente y Presidente Subrogante, conforme las reglas del artículo 198 del 

Código Orgánico de la Función Judicial.

En ejercicio de la atribución conferida en el segundo inciso del artículo 182 de la 

Constitución de la República, 

RESUELVE:

Artículo 1.- Encargar la Presidencia de la Corte Nacional de Justicia al Juez 

Nacional doctor José Dionicio Suing Nagua, perteneciente a la Sala 
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Especializada de lo Contencioso Tributario, hasta que sea elegido al Presidente 

o Presidenta titular de la Corte.

Artículo 2.- Encargar la Presidencia Subrogante de la Corte Nacional de Justicia 

a la Jueza Nacional doctora Enma Teresita Tapia Rivera, perteneciente a la Sala 

Especializada de lo Laboral, hasta que sea elegido el Presidente o Presidenta 

Subrogante titular de la Corte.

Artículo 3.- Los jueces encargados de las señaladas dignidades ejercerán las 

atribuciones constitucionales, legales y reglamentarias que corresponden a los 

titulares de la Presidencia y Presidencia Subrogante de la Corte Nacional de 

Justicia, mientras dure su encargo.

Artículo 4.- Quienes sean elegidos como titulares de la Presidencia y 

Presidencia Subrogante de la Corte Nacional de Justicia, conforme lo indicado 

en los artículos anteriores, serán designados únicamente para culminar el 

periodo que inició el 26 de enero de 2024.

DISPOSICIÓN GENERAL.- Póngase en conocimiento la presente Resolución al 

Consejo de la Judicatura, para los fines legales consiguientes.

Publíquese en el Registro Oficial y en la Gaceta Judicial.

Dado en la ciudad de San Francisco de Quito, Distrito Metropolitano, en el Salón 

de Sesiones del Pleno de la Corte Nacional de Justicia, a los siete días del mes 

de febrero del año dos mil veinticuatro.

f) Dr. José Suing Nagua, PRESIDENTE (E); Dra. Enma Tapia Rivera, Dra.

Daniella Camacho Herold, Dr. Marco Rodríguez Ruiz, Dra. Katerine Muñoz 

Subía, Dr. Iván Saquicela Rodas, Dra. Consuelo Heredia Yerovi, Dr. Milton 

Velásquez Díaz, Dr. Alejandro Artega García, Dra. Rosana Morales Ordóñez, Dr. 

Felipe Córdova Ochoa, Dr. Gustavo Durango Vela, Dr. Roberto Guzmán 

Castañeda, Dr. David Jacho Chicaiza, Dr. Iván Larco Ortuño, Dr. Patricio Secaira 

Durango, Dr. Adrián Rojas Calle, JUEZAS Y JUECES NACIONALES. Certifico.

f) Dra. Isabel Garrido Cisneros, SECRETARIA GENERAL.
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Certifico. Quito, 21 de febrero de 2024. Certifico. 
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RESOLUCIÓN No. SEPS-IGT-IGJ-INFMR-DNLESF-2024-0023

JORGE ANDRÉS MONCAYO LARA 
INTENDENTE GENERAL TÉCNICO 

CONSIDERANDO: 

Que, el artículo 82 de la Constitución de la República del Ecuador determina: “El derecho a la 
seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de 
normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes”;

Que, el primer inciso del artículo 213 de la Constitución de la República del Ecuador dispone: 
“Las superintendencias son organismos técnicos de vigilancia, auditoría, intervención y 
control de las actividades económicas, sociales y ambientales, y de los servicios que 
prestan las entidades públicas y privadas, con el propósito de que estas actividades y 
servicios se sujeten al ordenamiento jurídico y atiendan al interés general. Las 
superintendencias actuarán de oficio o por requerimiento ciudadano. Las facultades 
específicas de las superintendencias y las áreas que requieran del control, auditoría y 
vigilancia de cada una de ellas se determinarán de acuerdo con la ley (…)”;

Que, el artículo 226 de la misma Norma Suprema establece: “Las instituciones del Estado, sus 
organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que actúen 
en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que 
les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones 
para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos 
reconocidos en la Constitución”;

Que, el numeral 3 del artículo 62, en concordancia con el inciso quinto del artículo 74 del Libro 
I del Código Orgánico Monetario y Financiero, determina como una función de la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, “Autorizar la constitución, 
denominación, organización y liquidación de las entidades que conforman el Sector 
Financiero”;

Que,  el artículo 318 del Código ibídem prevé: “Cierre de la liquidación. Concluido el   proceso 
de liquidación, el liquidador efectuará la conciliación de cuentas y cierre contable del 
balance de liquidación, así como el informe final de la liquidación, los cuales serán 
presentados al organismo de control y dados a conocer a los accionistas y/o socios 
pendientes de pago, de conformidad con las normas que expida el organismo de control.”; 

Que,  el artículo 17 del Reglamento General de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria 
dispone: “Cancelación de registro.- La Superintendencia, una vez que apruebe el informe 
final del liquidador, dispondrá la cancelación del registro de la organización, 
declarándola extinguida de pleno derecho y notificando del particular al Ministerio 
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encargado de la inclusión económica y social, para que, igualmente, cancele su registro 
en esa entidad”;

Que,  el artículo 59 número 9, del Reglamento ut supra establece: “Atribuciones y 
responsabilidades.- Son atribuciones y responsabilidades del liquidador, las siguientes: 
(…) 9. Presentar el informe y balance de liquidación finales (…)”; 

Que,  la Codificación de Resoluciones Monetarias, Financieras, de Valores y Seguros, emitida 
por la Junta de Política y Regulación Monetaria y Financiera, en su Libro I: Sistemas 
Monetario y Financiero” Título II: “Sistema Financiero Nacional” Capitulo XXXVI:
“Sector Financiero Popular y Solidario”, Sección XIII: “Norma que Regula las 
Liquidaciones de las Entidades del Sector Financiero Popular y Solidario, Sujetas al 
Control de la  Superintendencia de Economía Popular y Solidaria” Subsección IV: 
“Conclusión de la liquidación, en el artículo 283, dispone: “Cierre de liquidación: 
Concluido el proceso de liquidación, el liquidador efectuará la conciliación de cuentas y 
cierre contable del balance de liquidación, así como el informe final de la liquidación, los 
cuales serán presentados a la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria y dados 
a conocer a los socios pendientes de pago, de conformidad con las normas que expida el 
organismo de control.- No se concluirá el proceso de liquidación sin que previamente se 
haya presentado el informe final de liquidación, con el contenido y documentación 
habilitante que disponga el organismo de control.- Al cierre de la liquidación la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria dispondrá la extinción de la entidad y 
la excluirá del Catastro Público.- Asimismo, el liquidador presentará el informe final de 
la liquidación a la COSEDE; 

Que, el artículo 3 de la Norma de Control para el Cierre de la Liquidación y Extinción de las 
Entidades del Sector Financiero Popular y Solidario bajo control de la Superintendencia de 
Economía Popular y Solidaria, expedida mediante Resolución No. SEPS-IGT-INFMR-
INGINT-2021-0098, de 26 de marzo de 2021, señala: “ Inicio del cierre de la liquidación.- 
Concluido el proceso de liquidación, el liquidador efectuará la conciliación de cuentas, el 
cierre contable del balance de la liquidación y el informe final de la liquidación, para ser 
remitidos a este Organismo de Control y dados a conocer a los socios pendientes de pago. 
Al informe final de la liquidación se anexará el balance final debidamente suscrito y el 
acta de carencia de patrimonio, de ser el caso.”;

Que, el artículo 8 de la referida Norma de Control establece: “Resolución de cierre del proceso 
de liquidación y extinción de la entidad.- Una vez presentado ante el organismo de control 
el informe final de liquidación por parte del liquidador, el Superintendente de Economía 
Popular y Solidaria o su delegado, sobre la base del informe técnico de la Dirección 
Nacional de Liquidación del Sector Financiero, aprobado por la Intendencia Nacional de 
Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución, emitirá, de ser el caso, la resolución 
declarando la extinción de la entidad en liquidación.”; 

Que, con Acuerdo No. 8875 inscrito el 04 de mayo de 1967, emitido por el Ministerio de 
Previsión Social y Trabajo, se declaró la existencia legal de la COOPERATIVA DE 

AHORRO Y CREDITO “QUEVEDO LTDA.”, y se aprobó las modificaciones 
introducidas en su estatuto;

Que,  con Resolución No. SEPS-ROEPS-2013-000592 de 03 de mayo de 2013, esta 
Superintendencia aprobó el estatuto social adecuado a las disposiciones de la Ley Orgánica 
de Economía Popular y Solidaria de la COOPERATIVA DE AHORRO Y CREDITO 
QUEVEDO LTDA., con domicilio en el cantón Quevedo, provincia de los Ríos; 

Que,  a través de Resolución No. SEPS-IGT-IGJ-ISF-IFMR-2018-0266 de 23 de octubre de 
2018, esta Superintendencia resolvió liquidar a la COOPERATIVA DE AHORRO Y 
CREDITO QUEVEDO LTDA., designando como liquidador al señor Christian Sergio 
Merizalde Medranda, servidor público de este Organismo de Control; 

Que,  por medio de Resolución No. SEPS-IGT-IGJ-INFMR-DNLESF-2021-0673 de 22 de 
octubre de 2021, se amplió el plazo para la liquidación hasta el 23 de octubre de 2022; y, 
con Resolución No. SEPS-IGT-IGJ-INFMR-DNLESF-2022-0305 de 11 de octubre de 
2022, se otorgó una segunda ampliación hasta el 23 de abril de 2023; 

Que,    del Informe Técnico No. SEPS-INFMR-DNLESF-2023-038 de 16 de octubre de 2023, se 
desprende que “(…) Con Oficio No. COAC.QUEVEDO-2023-024 de 22 de mayo de 2023 
ingresado a este organismo de control con trámite No. SEPS-CZ8-2023-001-042662 (…) 
el señor Christian Merizalde Medranda liquidador de la cooperativa, solicitó prórroga de 
ocho días para la presentación del Informe Final (…)”, petición que fue aprobada 
mediante  Oficio No.  SEPS-SGD-INFMR-DNLESF-2023-15157-OF; posteriormente el 
liquidador presentó su informe final de liquidación adjuntando la documentación 
correspondiente mediante trámites Nos. SEPS-CZ8-2023-001-046847 de 02 de junio de 
2023, SEPS-CZ8-2023-001-078282 de 08 de septiembre de 2023 y SEPS-CZ8-2023-001-
085162 de 02 de octubre de 2023; 

Que, del Informe Técnico precitado se desprende que, la Dirección Nacional de Liquidación de 
Entidades del Sector Financiero, sobre el informe final de liquidación de la 
COOPERATIVA DE AHORRO Y CREDITO QUEVEDO LTDA “EN LIQUIDACIÓN”,
luego del análisis correspondiente, en lo principal concluyó y recomendó: “(…) 5.
CONCLUSIÓN:- (…) esta Dirección ha verificado que se ha CONCLUIDO EL 
PROCESO DE LIQUIDACIÓN de la Cooperativa de Ahorro y Crédito Quevedo Ltda. en
Liquidación, por tanto se determina la factibilidad de disponer la extinción de la 
personalidad jurídica de la entidad.- 11. RECOMENDACIÓN:- (…) Se disponga la 
extinción de la personalidad jurídica de la Cooperativa de Ahorro y Crédito Quevedo Ltda. 
en Liquidación con RUC 1290025202001 y su exclusión del Catastro (…)”;

Que,  con Memorando No. SEPS-SGD-INFMR-DNLESF-2023-3461 de 17 de octubre de 2023, 
la Dirección Nacional de Liquidación de Entidades del Sector Financiero puso en 
conocimiento de la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución, 
el Informe Técnico relacionado con la COOPERATIVA DE AHORRO Y CREDITO 
QUEVEDO LTDA. “EN LIQUIDACIÓN” en el cual se señaló: “(…) se recomienda 
proponer ante la Intendencia General Técnica se disponga la finalización del proceso de 
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AHORRO Y CREDITO “QUEVEDO LTDA.”, y se aprobó las modificaciones 
introducidas en su estatuto;

Que,  con Resolución No. SEPS-ROEPS-2013-000592 de 03 de mayo de 2013, esta 
Superintendencia aprobó el estatuto social adecuado a las disposiciones de la Ley Orgánica 
de Economía Popular y Solidaria de la COOPERATIVA DE AHORRO Y CREDITO 
QUEVEDO LTDA., con domicilio en el cantón Quevedo, provincia de los Ríos; 

Que,  a través de Resolución No. SEPS-IGT-IGJ-ISF-IFMR-2018-0266 de 23 de octubre de 
2018, esta Superintendencia resolvió liquidar a la COOPERATIVA DE AHORRO Y 
CREDITO QUEVEDO LTDA., designando como liquidador al señor Christian Sergio 
Merizalde Medranda, servidor público de este Organismo de Control; 

Que,  por medio de Resolución No. SEPS-IGT-IGJ-INFMR-DNLESF-2021-0673 de 22 de 
octubre de 2021, se amplió el plazo para la liquidación hasta el 23 de octubre de 2022; y, 
con Resolución No. SEPS-IGT-IGJ-INFMR-DNLESF-2022-0305 de 11 de octubre de 
2022, se otorgó una segunda ampliación hasta el 23 de abril de 2023; 

Que,    del Informe Técnico No. SEPS-INFMR-DNLESF-2023-038 de 16 de octubre de 2023, se 
desprende que “(…) Con Oficio No. COAC.QUEVEDO-2023-024 de 22 de mayo de 2023 
ingresado a este organismo de control con trámite No. SEPS-CZ8-2023-001-042662 (…) 
el señor Christian Merizalde Medranda liquidador de la cooperativa, solicitó prórroga de 
ocho días para la presentación del Informe Final (…)”, petición que fue aprobada 
mediante  Oficio No.  SEPS-SGD-INFMR-DNLESF-2023-15157-OF; posteriormente el 
liquidador presentó su informe final de liquidación adjuntando la documentación 
correspondiente mediante trámites Nos. SEPS-CZ8-2023-001-046847 de 02 de junio de 
2023, SEPS-CZ8-2023-001-078282 de 08 de septiembre de 2023 y SEPS-CZ8-2023-001-
085162 de 02 de octubre de 2023; 

Que, del Informe Técnico precitado se desprende que, la Dirección Nacional de Liquidación de 
Entidades del Sector Financiero, sobre el informe final de liquidación de la 
COOPERATIVA DE AHORRO Y CREDITO QUEVEDO LTDA “EN LIQUIDACIÓN”,
luego del análisis correspondiente, en lo principal concluyó y recomendó: “(…) 5.
CONCLUSIÓN:- (…) esta Dirección ha verificado que se ha CONCLUIDO EL 
PROCESO DE LIQUIDACIÓN de la Cooperativa de Ahorro y Crédito Quevedo Ltda. en
Liquidación, por tanto se determina la factibilidad de disponer la extinción de la 
personalidad jurídica de la entidad.- 11. RECOMENDACIÓN:- (…) Se disponga la 
extinción de la personalidad jurídica de la Cooperativa de Ahorro y Crédito Quevedo Ltda. 
en Liquidación con RUC 1290025202001 y su exclusión del Catastro (…)”;

Que,  con Memorando No. SEPS-SGD-INFMR-DNLESF-2023-3461 de 17 de octubre de 2023, 
la Dirección Nacional de Liquidación de Entidades del Sector Financiero puso en 
conocimiento de la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución, 
el Informe Técnico relacionado con la COOPERATIVA DE AHORRO Y CREDITO 
QUEVEDO LTDA. “EN LIQUIDACIÓN” en el cual se señaló: “(…) se recomienda 
proponer ante la Intendencia General Técnica se disponga la finalización del proceso de 
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liquidación, la extinción de la personalidad jurídica de la entidad y su respectiva exclusión 
del Catastro Público de conformidad a lo establecido en el artículo 318 del Código 
Orgánico Monetario y Financiero (…)”;  

Que, con Memorandos Nos. SEPS-SGD-INFMR-2023-3467, SEPS-SGD-INFMR-2023-3907 y 
SEPS-SGD-INFMR-2024-0046 de 17 de octubre y 12 de diciembre de 2023 y 05 de enero 
de 2024, en su orden, la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de 
Resolución aprobó el informe final de liquidación de la COOPERATIVA DE AHORRO 
Y CREDITO QUEVEDO LTDA. “EN LIQUIDACIÓN”, remitió información relevante 
del proceso y recomendó que: “(…) aprueba el Informe Final remitido por el señor 
Christian Sergio Merizalde Medranda, en su calidad de liquidador de la Cooperativa de 
Ahorro y Crédito Quevedo Ltda. "En Liquidación"; así como el Informe Técnico referido 
en primer término; y, a la vez solicita se autorice la finalización del proceso de liquidación, 
la extinción de la personalidad jurídica de la entidad y su exclusión del Catastro Público 
(…)”; 

Que,  con Memorando SEPS-SGD-IGJ-2024-0294 de 01 de febrero de 2024, la Intendencia 
General Jurídica emitió el informe respectivo; 

Que, por medio de la instrucción agregada en el Sistema de Gestión Documental de esta 
Superintendencia, el 01 de febrero de 2024, en los comentarios al Memorando SEPS-SGD-
IGJ-2024-0294, la Intendencia General Técnica emitió su “PROCEDER”, para continuar 
con el proceso referido;

Que,    de conformidad con lo establecido en el Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por 
Procesos de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, expedido mediante 
Resolución No. SEPS-IGT-IGS-IGD-IGJ-001 de 31 de enero de 2022, el Intendente 
General Técnico tiene entre sus atribuciones y responsabilidades el suscribir las 
Resoluciones de extinción de la personalidad jurídica de las organizaciones controladas; y,

Que,   a través de la Acción de Personal No. 1395 de 24 de septiembre de 2021, el Intendente 
General de Desarrollo Organizacional, delegado de la señora Superintendente de Economía 
Popular y Solidaria, nombró como Intendente General Técnico al señor Jorge Andrés 
Moncayo Lara.

En uso de las atribuciones legales y reglamentarias, 

RESUELVE: 

ARTÍCULO PRIMERO.- Declarar a la COOPERATIVA DE AHORRO Y CREDITO 
QUEVEDO LTDA. “EN LIQUIDACIÓN” con Registro Único de Contribuyente
No.1290025202001, extinguida de pleno derecho.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Disponer a la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos 
de Resolución de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, la cancelación del 
respectivo registro de la COOPERATIVA DE AHORRO Y CREDITO QUEVEDO LTDA. “EN 
LIQUIDACIÓN”, en el Catastro Público de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria.

ARTÍCULO TERCERO.- Notificar al Ministerio encargado de la Inclusión Económica y Social 
con la presente Resolución, a fin de que proceda a retirar a la COOPERATIVA DE AHORRO Y 
CREDITO QUEVEDO LTDA. “EN LIQUIDACIÓN” del registro correspondiente. 

ARTÍCULO CUARTO.- Dejar sin efecto el nombramiento del señor Christian Sergio Merizalde 
Medranda, como liquidador de la COOPERATIVA DE AHORRO Y CREDITO QUEVEDO 
LTDA. “EN LIQUIDACIÓN”.

DISPOSICIONES GENERALES 

PRIMERA.- Notificar con la presente Resolución al ex liquidador de la COOPERATIVA DE 
AHORRO Y CREDITO QUEVEDO LTDA. “EN LIQUIDACIÓN”, señor Christian Sergio 
Merizalde Medranda para los fines pertinentes. 

SEGUNDA.- Disponer a la Secretaría General de esta Superintendencia sentar la razón respectiva 
del presente acto administrativo, en la Resolución No. SEPS-IGT-IGJ-ISF-IFMR-2018-0266; y la 
publicación de esta Resolución en el Registro Oficial, así como su inscripción en los registros 
correspondientes. 

TERCERA.- Disponer que la Dirección Nacional de Comunicación e Imagen Institucional de este 
Organismo de Control publique la presente Resolución, en el portal web de la Superintendencia 
de Economía Popular y Solidaria. 

CUARTA.- Notificar con la presente Resolución al Servicio de Rentas Internas, Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social y Registro de la Propiedad respectivo, para los fines legales 
pertinentes. 

QUINTA.- Disponer a la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución 
ponga el contenido de la presente Resolución, en conocimiento de la Intendencia Nacional 
Administrativa Financiera y Dirección Nacional de Procuraduría Judicial y Coactivas, a fin de que 
procedan en el ámbito de sus atribuciones y responsabilidades. 

SEXTA.- La presente Resolución entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de 
su publicación. De su cumplimiento encárguese a la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y 
Mecanismos de Resolución de esta Superintendencia, quien dejará constancia de la publicación y 
notificación realizada, en el respectivo expediente.
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ARTÍCULO SEGUNDO.- Disponer a la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos 
de Resolución de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, la cancelación del 
respectivo registro de la COOPERATIVA DE AHORRO Y CREDITO QUEVEDO LTDA. “EN 
LIQUIDACIÓN”, en el Catastro Público de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria.

ARTÍCULO TERCERO.- Notificar al Ministerio encargado de la Inclusión Económica y Social 
con la presente Resolución, a fin de que proceda a retirar a la COOPERATIVA DE AHORRO Y 
CREDITO QUEVEDO LTDA. “EN LIQUIDACIÓN” del registro correspondiente. 

ARTÍCULO CUARTO.- Dejar sin efecto el nombramiento del señor Christian Sergio Merizalde 
Medranda, como liquidador de la COOPERATIVA DE AHORRO Y CREDITO QUEVEDO 
LTDA. “EN LIQUIDACIÓN”.

DISPOSICIONES GENERALES 

PRIMERA.- Notificar con la presente Resolución al ex liquidador de la COOPERATIVA DE 
AHORRO Y CREDITO QUEVEDO LTDA. “EN LIQUIDACIÓN”, señor Christian Sergio 
Merizalde Medranda para los fines pertinentes. 

SEGUNDA.- Disponer a la Secretaría General de esta Superintendencia sentar la razón respectiva 
del presente acto administrativo, en la Resolución No. SEPS-IGT-IGJ-ISF-IFMR-2018-0266; y la 
publicación de esta Resolución en el Registro Oficial, así como su inscripción en los registros 
correspondientes. 

TERCERA.- Disponer que la Dirección Nacional de Comunicación e Imagen Institucional de este 
Organismo de Control publique la presente Resolución, en el portal web de la Superintendencia 
de Economía Popular y Solidaria. 

CUARTA.- Notificar con la presente Resolución al Servicio de Rentas Internas, Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social y Registro de la Propiedad respectivo, para los fines legales 
pertinentes. 

QUINTA.- Disponer a la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución 
ponga el contenido de la presente Resolución, en conocimiento de la Intendencia Nacional 
Administrativa Financiera y Dirección Nacional de Procuraduría Judicial y Coactivas, a fin de que 
procedan en el ámbito de sus atribuciones y responsabilidades. 

SEXTA.- La presente Resolución entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de 
su publicación. De su cumplimiento encárguese a la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y 
Mecanismos de Resolución de esta Superintendencia, quien dejará constancia de la publicación y 
notificación realizada, en el respectivo expediente.
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COMUNÍQUESE Y NOTIFÍQUESE.- 

Dado y firmado en la ciudad de San Francisco de Quito, Distrito Metropolitano, a los 16 días del 
mes de febrero de 2024. 

JORGE ANDRÉS MONCAYO LARA 
INTENDENTE GENERAL TÉCNICO 

Firmado electrónicamente por: 
JORGE ANDRES MONCAYO LARA 
INTENDENTE GENERAL TÉCNICO 
16/02/2024 14:37:54
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